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Resumen:
El presente artículo presenta los pasos iniciales de la defensa del consumidor en Perú, desde la Carta
Política de 1979, la Ley de Protección al Consumidor, la creación del INDECOPI, la Constitución de
1993 y el Código de Protección y Defensa del Consumidor. Discute el concepto de parte vulnerable, el
reconocimiento legislativo del consumidor como vulnerable y como este criterio repercute en las
sanciones administrativas, analizando su aplicación en el Código de Protección y Defensa del
Consumidor de Perú.
Abstract:
The article presents the initial steps of consumer protection in Peru, from the Political Charter of
1979, to the Consumer Protection Law, through the creation of Indecopi and the references in the
Peruvian Constitution of 1993 to the Code. It discusses the concept of vulnerable party, the legislative
recognition of the consumer as vulnerable and how this criterion impacts on administrative
sanctions, also analyzing the jurisprudential application of the Consumer Protection Code of Peru.
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1. Presentación
Las líneas siguientes tienen como propósito mostrar el itinerario que ha seguido la tutela del
consumidor en el Perú, desde aquella lejana disposición de la Carta Constitucional de 1979 que
declaraba la defensa de su interés hasta el señalamiento actual de su vulnerabilidad efectuado por el
Código de Protección y Defensa del Consumidor [CPDC] del 2010; emulando así lo prescrito por el
Código de Defensa del Consumidor de Brasil [Ley 8.078], cuyo artículo 4.I establece como principio el
reconocimiento de su vulnerabilidad en el mercado de consumo.
Se revisará la Ley Fundamental de aquel año y la primera norma que atendió la problemática del
consumidor en el país, dictada durante su vigencia, sin descuidar la precedente Constitución de
1933, que si bien no hizo mención alguna a la figura del consumidor, sí estableció, por el contrario,
disposiciones que tendían indirectamente a su protección.
En la inauguración de un nuevo periodo democrático, y dentro del conjunto de profundas reformas
económicas impulsadas por el gobierno de turno [transformado después en la dictadura más
sangrienta y corrupta que recuerde la historia del Perú], dos hechos marcaron el nacimiento de un
auténtico sistema de protección de los consumidores: la dación de la Ley de Protección del
Consumidor [D. Leg. 716] y la creación del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la
Protección de la Propiedad Intelectual [INDECOPI], que coronaron más tarde con la promulgación
de una nueva Constitución en 1993, que supuso el reconocimiento de los principales derechos que le
corresponden en el mercado. Sobre estos temas me pronunciaré también en las páginas que siguen.
Posteriormente me ocuparé de la vulnerabilidad del consumidor a propósito del artículo VI.4 del
CPDC, que por primera vez en el derecho patrio pone el acento en tal condición, sin dejar de
mencionar el atributo de parte débil que acompaña a ciertas personas –consumidoras o no– que
adquieren bienes y servicios en una situación de franca desventaja frente a la contraparte; sea
porque actúan mediando un estado de necesidad apremiante o porque simplemente se adhirieron a
un reglamento contractual de cuya elaboración no participaron. El significado de vulnerabilidad, las
condiciones que la determinan, las circunstancias en las cuales se manifiesta, el alcance normativo
del precepto anotado y las acaloradas críticas suscitadas en un sector de la doctrina, son
especialmente atendibles en este tramo del escrito.
Para el final, reservo la exposición de su desarrollo jurisprudencial, que permitirá apreciar la
manera cómo ha sido acogida por la autoridad administrativa, concretamente por la Sala
Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI.
2. Los pasos iniciales de la tutela del consumidor en el Perú
Aunque la aparición del consumidor en la escena constitucional se remonte a la Carta de 1979, es
posible encontrar en su predecesora de 1933 algunas disposiciones vinculadas indirectamente a este
actor del mercado.
En efecto, dentro del capítulo I referido a las Garantías Nacionales y Sociales [del Título II,
correspondiente a las Garantías Constitucionales], aparece el artículo 13 que proyecta la creación de
una agencia estatal orientada a controlar la actividad de las empresas del sector bancario; el artículo
16, que prohíbe los monopolios y el acaparamiento industrial y comercial; el artículo 28, que reserva
para el Estado la potestad de fijar intereses máximos para los préstamos en dinero; el artículo 39,
que limita a la moneda nacional el cobro de tarifas de pasajes y fletes; el 40, por el cual se reconoce
la libertad de comercio e industria, sujeta a requisitos y garantías, y a limitaciones y reservas por
razones de “seguridad” o “necesidad pública”; y el artículo 50, que obliga al Estado al cuidado de la
sanidad pública y salud privada, mediante el dictado de leyes de control higiénico y sanitario.
En ninguna de las normas anotadas aparece la mención al consumidor; sin embargo, parece claro
que detrás de sus finalidades propias, ellas también persiguen su tuición en el mercado, en sectores
sensibles como el bancario, comercial, transporte y salud, dado que aquel resulta ser, como es obvio,
su destinatario final.1
Pero el reconocimiento legal del consumidor y la construcción de un auténtico sistema protector
aún están en ciernes, pues todavía habrá que esperar varias décadas para ver fijadas sus primeras
bases, lo que ocurrirá con la expedición de la Constitución de 1979. Sin embargo, los primeros pasos
en ese esfuerzo estaban dados.
3. La cuestión en la Carta Política de 1979 y la primera norma de defensa del
consumidor
En el ocaso de un oscuro régimen militar, dos hechos marcarían el derrotero del país en los años
siguientes: la conformación de una Asamblea Constituyente y el llamado a elecciones democráticas
para elegir al nuevo Presidente de la República. Interesa, para este estudio, el primero de estos
acontecimientos.
En julio de 1979, la Asamblea Constituyente dictó una nueva Constitución que rigió al país, y al
nuevo gobierno democrático, en adelante. A diferencia de la anterior de 1933 y de aquella que la
reemplazó en 1993, la de ese año incorporó un largo preámbulo en el cual se dejaba sentir el
espíritu que informaba al constituyente de entonces. Así, se declaró la necesidad de “promover la
creación de una sociedad justa, libre y culta, sin explotados ni explotadores, exenta de toda
discriminación por razones de sexo, raza, credo o condición social, donde la economía esté al
servicio del hombre y no el hombre al servicio de la economía; una sociedad abierta a formas
superiores de convivencia y apta para recibir y aprovechar el influjo de la revolución científica,
tecnológica, económica y social que transforma el mundo”. Junto al artículo 1 que colocaba a la
persona como el fin supremo de la sociedad y el Estado, estableciendo la obligación de respetarla y
protegerla, dos prescripciones estarán relacionadas con la figura del consumidor: los artículos 17,
parte primera y 110, parte final.
Sustentados en un régimen de economía social de mercado [art. 115], que a su vez reposaba en el
principio de justicia social orientado a la dignificación del trabajo como fuente principal de riqueza
y medio para la realización de la persona [art. 110], en el cual coexistían tanto la actividad privada
como la estatal [art. 113]; tales dispositivos constitucionales apuntaban, de un lado y con el mismo
temperamento de la Constitución de 1933, a tutelar al consumidor de manera tangencial, y a
establecer –por vez primera en la legislación patria– la obligación del Estado de defender al
consumidor, respectivamente.
La primera parte del artículo 17 prescribió la obligación del Estado de reglamentar y supervisar la
producción, calidad, uso y comercio de los productos alimenticios, químicos, farmacéuticos y
biológicos; en tanto la parte final del numeral 110, declaraba la defensa del interés de los
consumidores. Si bien esta última norma destaca por poner el acento en el consumidor –al
nombrarlo expresamente– no supuso la consolidación posterior de un sistema orgánico de
protección, con normativa especial y una agencia estatal de monitoreo del mercado y de resolución
de los conflictos suscitados con los proveedores; no obstante la aprobación, años después, del
Decreto Supremo 036-83-JUS, que introdujo medidas extraordinarias en materia económica en
defensa del interés de los consumidores.
Dicho Decreto Supremo nació no con el ánimo de constituirse en el soporte legal del sistema
reclamado líneas atrás, sino con el propósito de responder a un estado de crisis económica por la
que atravesaba el país, en esos años. Es claro, en este sentido, su primer considerando cuando
declara que “dada la crítica situación económica por la que atraviesa el país, es necesario dictar
medidas extraordinarias en materia económica en defensa del interés de los consumidores, de
acuerdo al artículo 110 de la Constitución Política del Estado…”. Por consiguiente, asistimos a una
disposición gubernamental de alcance limitado, imprecisa en la delimitación de sus beneficiarios
directos, cuya aplicación se concedió a una diversidad de funcionarios estatales, siendo sus
disposiciones de orden público.2
Se pretende, en ciertos casos, cuidar la economía del consumidor mediante el control de precios de
determinados bienes y servicios, o el establecimiento de subsidios; los derechos concedidos al
consumidor se reducen a supuestos puntuales, como: realizar pagos adelantados con reducción de
intereses, en las ventas a crédito; solicitar la devolución de lo pagado en demasía; derecho a pedir la
rescisión del contrato, la reducción del precio, la reparación gratuita del producto, la reposición o
devolución del precio, sin perjuicio de la indemnización que correspondiera, en la adquisición de
bienes y servicios diversos; derecho a exigir facturas o comprobantes de pago, entre otros derivados
de las propias obligaciones impuestas al proveedor. Se asume que consumidor es todo aquel que
adquiere bienes o servicios, por contrato verbal o escrito, sin distinguir en los presupuestos del
destino final de la adquisición o la actuación fuera del ámbito empresarial o profesional, que más
tarde informarán la legislación expedida en esta materia.
Finalmente, como señalé, el monitoreo del cumplimiento de tales disposiciones no se confió a una
agencia estatal especializada –como acontece hoy en día con el INDECOPI– sino a funcionarios de
todo rango, conformantes del Poder Ejecutivo, Gobiernos locales y autoridades judiciales; como los
Ministros de Economía, Finanzas y Comercio, Educación, Agricultura, Pesquería, Energía y Minas,
Industria, Turismo e Integración, Salud y del Interior; alcaldes y regidores; fiscales; autoridades
políticas y otras designadas por el Poder Ejecutivo.
Esta norma se mantuvo en la legislación peruana hasta la aparición del Decreto Legislativo 716, Ley
de Protección al Consumidor, que supuso un cambio importante en la política de tutela del
consumidor, que coronó con la creación de una entidad estatal especializada. Tiempo después, la
Carta Constitucional bajo la cual se expidió dicha Ley sería reemplazada por otra en 1993, que elevó
al nivel de derechos fundamentales los correspondientes a este actor principal del mercado de
bienes y servicios.
4. Consolidación de la figura del consumidor: la Ley de Protección al
Consumidor, el  Indecopi y LA Constitución de 1993
En la primavera de la década de los noventa, la llegada al poder de un nuevo gobierno democrático
trajo consigo la implementación de reformas importantes en la economía nacional, caracterizada
hasta entonces por una fuerte presencia estatal, incluida la actividad empresarial, que se reveló con
los años en una práctica absolutamente ineficiente como corrupta, confirmando una expresión muy
extendida según la cual “el Estado es siempre un pésimo administrador”. La promulgación de un
considerable paquete normativo y la gestión de un agresivo programa de privatización de las
empresas públicas, fueron los ejes que permitieron el tránsito hacia una economía abierta, con
fuerte participación privada, nacional y extranjera, que los gobiernos posteriores han sabido,
felizmente, conservar.
Dentro de ese conjunto de normas destacó la Ley de Protección al Consumidor, de 1991, ya
referenciada en estas líneas. Aunque todavía el atributo de la vulnerabilidad del consumidor está
ausente del discurso legislativo, otras notas harán de esta Ley –enriquecida por normas
modificatorias posteriores a su aprobación– una propuesta ambiciosa, a saber: la definición legal de
consumidor sustentada en el criterio del destino final de los bienes y servicios adquiridos, que luego
derivó en el de la actuación en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional;3 desarrollo
de su tutela en el marco del régimen de economía social de mercado, y siempre bajo el amparo del
principio pro consumidor; el detalle preciso de los principales derechos que le corresponden frente
al proveedor y en el mercado en general, sin perjuicio de otros igualmente amparados; la
preeminencia del derecho de información y el deber de idoneidad como soportes de la política
protectoria; señalamiento de las obligaciones y responsabilidades del proveedor por actos
violatorios a los derechos de los consumidores y los niveles de infracción; así como el
establecimiento de los órganos competentes en la vía administrativa para su defensa, tarea que
recayó, en un primer momento, en la Dirección General de Defensa del Consumidor del sector
Comercio Interior del Ministerio de Industria, Comercio Interior, Turismo e Integración y,
posteriormente, en los órganos resolutivos del INDECOPI, agencia estatal creada en noviembre de
1992, mediante el Decreto Ley 25868.
Dicha agencia constituye un organismo público especializado con personería jurídica de derecho
público interno, con autonomía funcional, técnica, económica, presupuestal y administrativa,
adscrita a la Presidencia del Consejo de Ministros, orientada a vigilar la libre iniciativa privada y de
empresa, la libre competencia, corregir las distorsiones del mercado causadas por daños derivados
de prácticas de dumping y subsidios, protección de los derechos de los consumidores, promover la
facilitación del comercio exterior, protección del crédito mediante la conducción de un sistema
concursal, protección de la propiedad intelectual, entre otras funciones asignadas por la ley.4 Es esta
entidad la que hoy en día resuelve las controversias derivadas del consumo de bienes y servicios,
mediante sendos procedimientos administrativos,5 sin perjuicio de las acciones civiles y penales que
tales conflictos pudieran acarrear.6
A los sucesos que acabo de referir –expedición de la Ley de Protección al Consumidor y creación del
INDECOPI– debe sumarse un hecho de notable trascendencia: la aprobación, en 1993, de una nueva
Carta Constitucional, que a diferencia de sus antecesoras colocará a la información, salud y
seguridad del consumidor en el nivel de derechos especialmente protegidos [sin perjuicio de otros,
claro está], amén de establecer la defensa de sus intereses [art. 65].7
El Tribunal Constitucional ha precisado respecto a dicho numeral, que la Constitución ha establecido
la defensa de los intereses del consumidor por medio de un derrotero jurídico binario. Primero,
fijando un principio rector para la actuación del Estado, que tiene la condición de pauta básica o
postulado destinado a orientar y fundamentar su actuación respecto a cualquier actividad
económica. Así, dice el Tribunal, “el juicio estimativo y el juicio lógico derivado de la conducta del
Estado sobre la materia, tienen como horizonte tuitivo la defensa de los intereses de los
consumidores y usuarios”. Y en segundo término, mediante la consagración de un derecho subjetivo
que reconoce la facultad de acción defensiva de los consumidores en los casos de transgresión o
desconocimiento de sus legítimos intereses, exigiendo del Estado una actuación determinada
cuando se produzca alguna forma de amenaza o afectación efectiva de sus derechos, incluyendo la
capacidad de acción contra el propio proveedor [STC Exp. 0008-2003-AI/TC, del 11.11.2003].8
Del mismo modo ha declarado, en otra ocasión, que tal derrotero jurídico binario definido por la
norma suprema supone, también, una pluralidad de principios, entre los cuales sobresalen el pro
consumidor, el de proscripción del abuso del derecho, de isonomía real, transparencia, veracidad, in
dubio pro consumidor, y el principio pro asociativo [STC Exp. 3315-2004-AA/TC, del 17.1.2005], con lo
cual “la Norma Fundamental tutela a operadores y agentes el ejercicio de las libertades
patrimoniales, también lo es que tales atributos deben ejercerse con pleno respeto a los derechos
fundamentales de los ‘otros’, y con sujeción a la normativa que regula la participación en el
mercado” [STC Exp. 05143-2011-PA/TC, del 8.9.2015; que recoge lo dicho en otros pronunciamientos
del Tribunal].
La tutela del consumidor se convierte, así, en piedra angular del régimen de economía social de
mercado asumido por el país [art. 58, Constitución]; en el objetivo que colorea la actuación del
Estado en todos sus niveles, sea a través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial,
administración pública y organismos reguladores; en imperativo que se irradia a los distintos
ámbitos donde el consumidor suele interactuar con el proveedor de bienes y servicios; e incluso
como pauta de interpretación de la legislación que le atañe, orientándola a todo cuanto le favorezca;
todo ello en el marco de la defensa de la persona humana y el respecto de su dignidad, que
constituyen el fin supremo de la sociedad y el Estado, como declara el artículo 1 de la Constitución.
Bajo esa tesitura, el CPDC ha instituido como principio rector de la política social y económica del
Estado la protección de los derechos de los consumidores, dentro del marco del artículo 65 y el
régimen de economía social de mercado, referidos; y de la mano del reconocimiento de su
vulnerabilidad. Como ha precisado un sector importante de la doctrina nacional, “se produce en
masa, se comercializa en masa, se contrata en masa y, eventualmente, se daña en masa; y en esa
lógica, en esa cadena o dinámica, el consumidor no solo tiene un déficit de información, […], sino
también un déficit de negociación y de contratación”, agregando que en todo el curso del contrato de
consumo “está en situación de vulnerabilidad y eso es lo que reconoce la Constitución y así tiene que
interpretarse…”.9
5. Del concepto de parte débil al de vulnerabilidad del consumidor
Como he dicho en otro trabajo, ha sido siempre preocupación del Derecho la protección de los más
débiles frente a los abusos de los poderosos, mediante la configuración de mecanismos orientados a
su defensa.10 Incluso desde tiempos remotos bullía ya el ánimo de librar a los débiles de los fuertes,
en homenaje a la justicia que debe primar sobre la tierra, como rezaba el Código de Hammurabi.11
En materia contractual, la debilidad supone un modo particular de actuación frente a la
contraparte. Se es parte débil cuando se contrata por necesidad, o mediando inexperiencia o
debilidad psíquica; cuando no se puede negociar el futuro acuerdo; porque se cercena toda
posibilidad de acción colaborativa con la contraparte para la configuración de la ley contractual
común, o en otras palabras, cuando el accionar de uno de los contratantes se reduce a una simple
adhesión al programa negocial elaborado por el otro, generalmente el proveedor del bien o servicio
requerido; cuando no es posible, dada la rapidez del tráfico comercial, analizar
pormenorizadamente las condiciones del contrato, amén del tecnicismo empleado en su
formulación; cuando se retacea información o se la brinda de manera excesiva impidiendo el
conocimiento exacto de las estipulaciones contractuales; o porque frente al acaecimiento de
circunstancias imprevistas y extraordinarias, uno de los sujetos del contrato se ve imposibilitado de
cumplir la prestación a su cargo por resultarle excesivamente onerosa, con grave riesgo para su
patrimonio si se le forzara a respetar sin más el compromiso asumido. Y todo ello, tratándose de
contratos negociados o masivos, que involucren o no a consumidores.
El Código Civil, preocupado por la suerte de la persona en el ámbito del contrato, ha habilitado
un conjunto de remedios orientados, de un lado, a corregir el resultado contractual obtenido a partir
de tales deficiencias y circunstancias [o a terminar el contrato, cuando sea necesario], pero también
a morigerar el poder negocial de quien predispone las reglas para la comercialización de sus bienes
y servicios. Esto es observable particularmente en sede del instituto de la lesión, la excesiva
onerosidad de la prestación, en las reglas existentes en materia de cláusulas generales de
contratación y contratos por adhesión y en lo concerniente a la cláusula penal.
El Código Civil, a diferencia de otros de la región,12 solo ha considerado a la necesidad como
presupuesto habilitante para rescindir el contrato o modificarlo, cuando resulta lesivo para una de
las partes [art. 1447]. Ciertamente no se trata de una necesidad cualquiera, menos provocada, sino
de una que haga del contrato la única opción posible para esa parte, dadas las circunstancias por la
que atraviesa, y que trae como resultado la asunción de una prestación completamente desigual e
injusta en relación a la del otro contratante, que se vale indebidamente de esa coyuntura para
obtener un provecho que de otro modo no se habría producido. La rescisión del contrato es el
primer recurso al que puede echar mano el lesionado con el acuerdo. Su modificación solo es
posible cuando la rescisión resulta inútil por la imposibilidad del beneficiado de devolver la
prestación recibida [art. 1452]. En suma, asistimos con dicha figura a un desequilibrio genético de las
prestaciones de las partes, que tiene sustento en la debilidad de una de ellas producto de su
necesidad.
En otros casos, la debilidad suele verificarse con posterioridad a la celebración del contrato, cuando
acaece un hecho que no fue tenido en cuenta al tiempo de concretarse la operación negocial, que
desequilibra la prestación de una de las partes afectando su cumplimiento. Obligarlo a cumplir en
tales condiciones no significaría otra cosa que su empobrecimiento, lo cual no puede ser amparado
en honor a la justicia del contrato. De este modo, el instituto de la excesiva onerosidad de la
prestación presta una ayuda importante al contratante afectado, permitiéndole la modificación del
contrato o su resolución, cuando ello no fuera posible por la naturaleza de la prestación, por las
circunstancias o cuando lo solicitara el demandado [art. 1440].
Tratándose de cláusulas generales de contratación y contratos por adhesión, el legislador ha
dispuesto algunas reglas que, como señalé, buscan atemperar el poder contractual del autor del
reglamento contractual. Por un lado, cuando sean cláusulas generales no aprobadas por la
autoridad administrativa,13 toda cláusula que se incorpore al formulario prevalecerá sobre las de
este cuando fueran incompatibles, aunque las últimas no hubiesen sido dejadas sin efecto [art.
1400]. De otro lado, la regla contra stipulatorem [art. 1401], según la cual en caso de duda, las
estipulaciones insertas en las cláusulas generales de contratación o en los formularios redactados
por una de las partes, se interpretan a favor de la otra. Se impone así un auténtico deber de “hablar
claro” a quien predispone el contrato respecto de aquel que no colabora con su formulación. La
norma es coherente: si las exigencias del tráfico comercial determinan la supresión de la libertad
contractual [configuración interna] para uno de los sujetos contratantes, es lógico que el otro asuma
el peso de expresarse con claridad, sin apelar a expresiones oscuras o ambiguas, a tecnicismos
innecesarios, o remita reiteradamente a su contraparte a documentos diversos para entender el
sentido de tal o cual estipulación, que impidan a la parte adherente manifestar su voluntad con
plena conciencia del alcance del contrato a celebrar; debiendo soportar la “sanción” legal cuando
ello no ocurra.
En ambos casos –regla de la prevalencia y de la interpretación contra predisponente– nos
encontramos frente a normas de equilibrio, ante disposiciones de igualación de una relación
contractual dispar que se construye de espaldas a toda acción colaborativa, y que por tal convierte a
quien solo dispone de la adhesión –si es que la libertad de contratar no está ausente también– en un
sujeto disminuido contractualmente, en un débil jurídico a quien la ley debe amparar para evitar los
abusos de quien tiene suficientes incentivos para hacerlo. Pero ello no debe llevar a concluir que la
finalidad última de la normativa sobre contratos masivos en el Código Civil busque la protección
del adherente contractual, sino que ella apunta a la agilización del comercio de bienes y servicios,
evitando toda discusión sobre su adquisición.14 La tutela de aquella parte se logra secundariamente,
en los supuestos anotados, a los cuales se suma la disposición que sanciona la inclusión de cláusulas
abusivas [art. 1398] en contratos por adhesión y en los concertados mediante cláusulas generales no
aprobadas por la autoridad administrativa, tema objeto de un trabajo anterior.15
Por último, y en cuanto a la cláusula penal se refiere, la posibilidad concedida al deudor de solicitar
al juez la reducción equitativa de la pena, cuando sea manifiestamente excesiva o cuando la
obligación principal hubiese sido en parte o irregularmente cumplida, como dispone el artículo 1346
de la ley civil.16
Aunque no cabe duda que el consumidor puede verse involucrado en algunas de esas
circunstancias, que lo colocan en un estado de desventaja frente al proveedor, un sector importante
de la doctrina nacional ha cuestionado su identificación como parte débil al señalar que en un único
caso podrá asumir tal condición: cuando contrate por necesidad. Se argumenta que si consumidores
pueden ser tanto personas naturales como jurídicas, no es extraño que no sean parte débil, más si el
proveedor no ostenta el monopolio del bien o servicio. Incluso se sostiene que el proveedor tampoco
llega a alcanzar el estatus de parte fuerte si al existir varios de ellos el consumidor puede elegir a
cualquiera para la satisfacción de su necesidad.17
La condición de parte débil del consumidor no surge únicamente de su necesidad de proveerse de
ciertos bienes y servicios y la ausencia de proveedores diversos para su satisfacción. Existe toda una
miríada de eventos que pueden colocarlo en franca desventaja frente al proveedor, algunos ya
referenciados, y otros fácilmente apreciables en el día a día, que hacen del consumidor, como ha
advertido atenta doctrina, en prácticamente “un elemento microscópico frente a una aplastante
mega organización del mercado”.18 Sin embargo, este atributo de parte débil que denota una forma
de estar del consumidor en el mercado de consumo, no ayuda a una caracterización más precisa del
desenvolvimiento de aquel sujeto que a diario interactúa con el proveedor, ya sea un consumidor en
los términos del artículo IV.1 del CPDC o ya se encuentre directa o indirectamente expuesto o
comprendido por una relación de consumo, o en una etapa previa a esta [art. III.1], cual es la de ser
proclive a soportar daños o, en general, a resultar perjudicado por la acción u omisión del
proveedor, o ser inducido al consumo desenfrenado, etc. Por ello, quizá el concepto que mejor
caracteriza al consumidor sea el de su vulnerabilidad. Débil, de acuerdo a los significados del
diccionario de la Real Academia Española, sugiere a una persona de poco vigor o de poca fuerza o
resistencia, como física y moralmente escasa o deficiente; en tanto vulnerable, a quien puede ser
herido o recibir lesión, también física o moralmente;19 de ahí que ese atributo haya venido ganando
terreno con la consecuencia de ser receptado por la legislación de algunos países de la región y del
continente europeo, la doctrina y cierta jurisprudencia, que han entendido el particular estado del
consumidor en la actual sociedad de consumo, tesitura dentro de la cual se alinea ahora y
felizmente el CPDC peruano de 2010.
6. Reconocimiento legislativo de la vulnerabilidad del consumidor y su
proyección. ¿Es posible considerar a la vulnerabilidad como criterio
informante en la imposición de sanciones administrativas a los proveedores?
Una de las disposiciones más resaltantes del CPDC es, sin hesitación alguna, el artículo VI.4 de su
título preliminar, incluido en el apartado correspondiente a Políticas Públicas, que reconoce la
vulnerabilidad de los consumidores en el mercado y en las relaciones de consumo.20 La norma
peruana se coloca, como señalé en la parte introductoria de este escrito, a la par del Código de
Defensa del Consumidor de Brasil que de manera expresa la reconoce como principio informante de
la política nacional de relaciones de consumo [art. 4.I], dentro de la corriente a la que también se ha
adherido el Estatuto del Consumidor de Colombia [Ley 1480, de 2011], cuyo artículo 1 apartado 5
relativo a los Principios Generales, dispensa una protección especial a determinados consumidores
dadas sus condiciones especiales, aunque sin mencionar el concepto de vulnerabilidad,21 o la Ley
General de los Derechos de las Usuarias y los Usuarios y de las Consumidoras y Consumidores, de
Bolivia, cuyo artículo 15 referido a la información para personas vulnerables, reclama para estas –
mujeres gestantes, adultos mayores, personas con discapacidad, niños, niñas y adolescentes –
información sobre ciertos productos alimenticios; entre otras.22
La vulnerabilidad del consumidor alude a una deficiencia estructural que lo vuelve proclive a la
asunción de riesgos y/o perjuicios con ocasión del consumo de bienes o servicios. Parte de un
conjunto de condicionantes que potencian tal posibilidad en la incursión que realiza en el mercado
para la provisión de todo lo que requiere para su subsistencia; vinculadas con la edad, género,
discapacidad, ancianidad, condición económica, educación, entre otras.23 Como expresa el profesor
Heineck Schmitt, la vulnerabilidad en términos generales “traduce un individuo que puede ser
fácilmente lastimado, afectado por algún mal”, agregando que se trata de una “característica
intrínseca del ser humano, que es mortal, y se encuentra expuesto al sufrimiento”,24 por lo que ella
se convierte de este modo “en uno de los indicativos de la necesidad de su protección, ejercida
principalmente por medio de la intervención estatal en las relaciones de consumo”.25
Calificada doctrina científica ha señalado recientemente que “los problemas de la vulnerabilidad
pueden tener causas muy distintas, pueden surgir en situaciones muy diversas y pueden requerir
medidas de distinto tipo en cada caso concreto que se presenta”.26 Así, se han identificado causas
endógenas y externas. Las primeras, que proceden de causas inherentes a la propia condición del
ser humano, o a su situación física, psíquica; las segundas, vinculadas al desconocimiento del
idioma, la falta de formación del consumidor de un específico sector del mercado, o cuando se
enfrenta a los problemas que acarrean las nuevas tecnologías de la información, con las cuales no
está familiarizado,27 etc.
Dicha vulnerabilidad se manifiesta, como reconoce otro sector de la Academia, por medio de la
asimetría informativa existente entre ambos polos de la relación de consumo, en la cual el
consumidor se convierte en sujeto dependiente de aquello que requiere como de la información que
el proveedor decide entregarle para la toma de decisiones. La exigencia de transparencia en el
mercado y la consecuente obligación de brindar al consumidor información relevante, veraz,
suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible y en idioma español,
representan las cargas legales que se imponen al proveedor con el fin de aminorar la brecha
informativa respecto al consumidor [Cfr. art. 2,2.2, CPDC].28 A ello se suma la posesión por el
proveedor de conocimientos técnicos especializados sobre sus bienes y servicios que convierte al
consumidor en un sujeto técnicamente vulnerable; como ha reconocido incluso la jurisprudencia de
la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, como se apreciará más adelante.
Refuerza su vulnerabilidad –ahora jurídica– la imposibilidad que tiene de participar en la
elaboración del contenido del contrato, pues básicamente la contratación de nuestros días suele
reducirse a un “tómalo o déjalo”, quedando como único “poder” del consumidor la libertad de
decidir si contrata o no, la cual en no pocas ocasiones se ve seriamente erosionada –y hasta
suprimida– si atendemos su capacidad económica o su urgencia por contratar. Un sector de la
doctrina brasilera ha reconocido otra nota resaltante de aquella vulnerabilidad jurídica, evidenciada
en el hecho de ser el consumidor un litigante no habitual en el mercado frente a un proveedor que
dispone de toda una estructura legal para enfrentar los litigios en los cuales suele ser parte
regularmente, con lo que nos encontramos frente a alguien acostumbrado a los pleitos judiciales o
administrativos.29
La situación de monopolio en la cual puede encontrarse el proveedor y la inexistencia de
asociaciones de consumidores para la defensa de sus derechos, suelen mostrarse también como
hechos determinantes de la vulnerabilidad fáctica y política –legislativa, respectivamente, del
consumidor. Por último, debe reconocerse también una vulnerabilidad económica, ya que la mínima
remuneración que percibe –de manera eventual, muchas veces– limita significativamente sus
opciones de consumo, conduciéndolo a la adquisición de productos y servicios de baja calidad y, en
algunos casos, dañinos para su salud. Como ocurre en el Perú, estamos frente a consumidores cuyo
estado de pobreza los impulsa a consumir para sobrevivir, lo mismo que su grupo familiar, con lo
cual su exposición a resultar lesionados o dañados por tales se acrecienta enormemente.
A propósito de la expedición del Reglamento [UE] 254/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo
del 26.2.2014, que aprueba el Programa Plurianual de Consumidores para el periodo 2014-2020, que
en muchos de sus pasajes alude a los denominados consumidores vulnerables,30 se recuerda que en
la Resolución del Parlamento de 22 de mayo de 2013 ya se mencionaba aquellos sectores
especialmente problemáticos –léase vulnerables–, a saber: consumidores con movilidad reducida; los
que tienen dificultades para comprender las opciones con las que cuentan, no conocen sus derechos,
se encuentran con más problemas y se muestran reticentes a tomar medidas cuando surgen
problemas; los niños y los jóvenes; las mujeres embarazadas; los usuarios de los mercados
financieros; los usuarios de los medios de transporte; los consumidores y usuarios potenciales de los
servicios digitales, en los casos en los que no sea posible acceder a internet o al uso de la red.31
Precisamente en esta línea de señalamiento se ubica el artículo VI.4 del CPDC, que consagra como
política pública la vulnerabilidad del consumidor peruano, a diferencia de la anterior Ley de
Protección al Consumidor que no se enmarcó dentro de este temperamento, iniciado desde los
primeros proyectos legislativos que precedieron al vigente Código. En efecto, en el Anteproyecto de
Código de Consumo del Poder Ejecutivo, publicado en separata especial del diario oficial El Peruano,
el 18.10.2009, se dispuso en su artículo 6, 6.6 que el Estado prioriza su labor de protección y defensa
del consumidor con especial énfasis en “los sectores más vulnerables de la sociedad” que “dadas sus
condiciones de desinformación, capacidad física, edad u otros factores, resultan más propensos a ser
víctimas de algunas prácticas en el mercado”, regla que a su vez se constituía en pauta para la
graduación de las sanciones administrativas a imponerse al proveedor, como informaba el artículo
109.g), según el cual la autoridad competente determinará la sanción considerando, entre otras
circunstancias, si la conducta infractora estuvo dirigida “contra menores de edad u otros
consumidores de sectores vulnerables”.
Una fórmula más genérica es posible encontrar en el Proyecto de Ley 3580/2009-CR, del 21.10.2009,
del congresista Yonhy Lescano Ancieta, denominado Código de Defensa del Consumidor y de
Protección de la Economía Popular, cuyo numeral 3,3.3 establecía, dentro del rubro de Principios
Generales, que todo consumidor “está en condición vulnerable en una relación de consumo respecto
del proveedor”, con lo cual todos los consumidores, por el solo hecho de serlo, se encuentran en un
estado particular de afectación potencial en el mercado. Más tarde, el Proyecto N° 3954/2009 del
Poder Ejecutivo del 7.4.2010 y el Proyecto Sustitutorio de los Proyectos de Ley 3580/2009-CR y
3954/2009-PE, del 15.7.2010, incorporarían un texto similar al que presenta hoy en día el CPDC.
De acuerdo con el numeral VI.4 del Código:
[e]l Estado reconoce la vulnerabilidad de los consumidores en el mercado y en las relaciones de consumo,
orientando su labor de protección y defensa del consumidor con especial énfasis en quienes resulten más
propensos a ser víctimas de prácticas contrarias a sus derechos por sus condiciones especiales, como es el
caso de las gestantes, niñas, niños, adultos mayores y personas con discapacidad así como los consumidores
de las zonas rurales o de extrema pobreza.
La norma transcrita, que no puede entenderse como numerus clausus, involucra dos aspectos:
i.         De un lado, sienta el principio general de la vulnerabilidad del consumidor, como orientador de la
política de tutela estatal; del mismo modo que
ii.   Privilegia, y ahonda, la defensa de quienes por sus condiciones particulares pueden resultar lesionados
en el mercado nacional.
Así, la vulnerabilidad se convierte en un presupuesto que colorea el ámbito de protección del
consumidor; que orienta ahora la actuación estatal y de sus órganos administrativos, judiciales y
arbitrales; en pauta que ilumina la interpretación de la legislación especial; que marca el derrotero
a seguir tanto por la jurisprudencia emitida por el INDECOPI, como por las decisiones de la justicia
arbitral de consumo y las sentencias del Poder Judicial; en criterio orientador de los estudios
doctrinarios, que no pueden obviar más la especial situación del consumidor en un mercado como
el peruano tan dispar como informal y, en algunos casos, desprovisto de suficiente competencia;
todo ello en armonía con lo dispuesto por el artículo I del CPDC, que instituye como principio rector
de la política social y económica del Estado la protección de los derechos de los consumidores,
dentro del marco del régimen económico previsto en la Constitución.
Aun cuando nos encontramos, sin duda, frente a una de las reglas más importantes del Código, no
ha faltado la crítica ácida contra la decisión del legislador de reconocer la vulnerabilidad del
consumidor. Se ha dicho de ella que “hemos retrocedido al consumidor víctima, catalogado como tal
por razones arbitrarias y meramente subjetivas, donde los adultos mayores, las mujeres
embarazadas o las personas que viven en zonas rurales o sufren extrema pobreza son relegadas al
poco decoroso título de paria del mercado y, por otro lado, se traslada al proveedor la ilógica
obligación de percatarse en las condiciones fisiológicas de sus clientes o revisar cómo se viste o
evaluar su grado de instrucción, para explicarles los atributos de sus bienes o servicios…”;32
añadiéndose, en franca crítica al Estado, que “[c]onvertir al consumidor en vulnerable no es
gratuito, es una renuncia anticipada al logro de dos grandes objetivos, cuya carencia es una de las
principales causas de que el sistema económico coexista con fallas del mercado, que perjudican el
desarrollo económico del país y que, irónicamente, afectan en mayor proporción a las personas a
quien el Código califica como consumidores víctima. Estos objetivos son: una cultura de mercado y
la problemática de la informalidad, dos caras de la misma moneda”.33
No existe mayor objetividad por parte del legislador nacional que considerar a los niños, niñas,
adolescentes, mujeres embarazadas, adultos mayores, discapacitados y a las personas que viven en
zonas rurales y de extrema pobreza, consumidores vulnerables para fortalecer, aún más, su tutela en
el mercado; dentro del marco que impone el artículos 65 de la Constitución nacional, conjuntamente
con su artículo 1 que coloca como fin supremo de la sociedad y el Estado la defensa de la persona
humana y el respeto de su dignidad.34
Tampoco se relega a dichas personas “al poco decoroso título de paria del mercado”. Ser un paria
implica, de acuerdo con el diccionario de la Real Academia Española, una persona excluida de las
ventajas de las cuales gozan las demás, e incluso de su trato, por ser considerada inferior. La norma,
en ninguno de sus términos, coloca a los consumidores en dicha tesitura. No los excluye de las
ventajas del mercado ni los considera inferiores; simplemente apela a sus condiciones particulares
para derivar de estas una protección más acentuada en razón a su mayor predisposición a resultar
afectados en la arena del mercado. Por último, la supuesta “ilógica obligación” que recae en el
proveedor por obra del artículo VI.4, resulta indefendible. Como expresa destacada doctrina
nacional, en cuanto al papel que debe cumplir el Estado, “en una economía social de mercado e
incluso en una economía de mercado a secas, es incuestionable a estas alturas la necesidad de su rol
contralor y en ocasiones su rol protector. De ahí que libertad o control sea un falso dilema, porque
no hay libertad sin control, sin regulación. Aún el mercado más libre no puede escapar de las
limitaciones y el control; la pretensión de una sociedad, de una economía sin control es ingenua,
insensata”.35
El reconocimiento de la vulnerabilidad del consumidor es, entonces, la pauta de la que ahora se vale
el Estado peruano en su tarea de defender el interés del consumidor, que a su vez hace realidad lo
prescrito en la norma constitucional. Se trata de reconocer el estado deficitario del consumidor, de
advertir su flaqueza en el mercado frente a las empresas y grandes corporaciones de las cuales es
sujeto dependiente, para protegerlo debidamente de todo aquello que podría perjudicarlo.36 El
Estado desarrolla las normas vinculadas a él sobre la base de esa declaración, imponiéndole al
proveedor obligaciones y pautas de actuación [buena fe] con el ánimo de morigerar el impacto del
encuentro entre ambos actores del mercado, en camino a la reducción de la asimetría existente,
como señala el artículo V.4 del CPDC.
No hay duda que nos encontramos frente a un tema sensible y polémico como tantos otros de este
especial ámbito del Derecho, y en buena hora que así ocurra, porque de esta manera los temas
atinentes al consumidor lograrán insertarse en el debate nacional, hecho que todavía,
lamentablemente, sigue en compás de espera.
Finalmente, aunque sentado legislativamente el reconocimiento de la vulnerabilidad del
consumidor, la jurisprudencia administrativa del INDECOPI la ha aplicado en casos muy puntuales;
desarrollándola con amplitud en unos, y de forma escueta, en otros.
7. Aplicación jurisprudencial:  los primeros (como tímidos) pasos de la
autoridad de consumo
Culmino estas breves líneas con una sumaria exposición de los casos en los cuales la autoridad
administrativa [y en un caso concreto, el Poder Judicial] ha apelado, en su argumentación, a la regla
de la vulnerabilidad; situación que ha ocurrido principalmente en materia de deber de idoneidad,
discriminación, atención preferente y, en algunas ocasiones, servicios bancarios y educativos. Si
bien se trata de una primera pesquisa jurisprudencial, esta es suficiente para mostrar el
temperamento de la autoridad respecto a esta importante prescripción del CPDC.
Lo primero a decir es que su aplicación ha ocurrido de manera disímil, a saber:
i.     Realizando un desarrollo amplio de las diversas circunstancias que colocan al consumidor en un estado
de vulnerabilidad;
ii.   Deteniéndose, a modo de mera referencia, en alguna de esas situaciones particulares.
Dentro del primer grupo de casos, encontramos los siguientes:
En Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor 1-Indecopi sede central/Paul Erwin
Pflucker Faverón c. Banco Falabella Perú [Resolución Final 1074-2013/CC1, del 6.11.2013], la entidad
bancaria negó al denunciante la entrega de una tarjeta de crédito a pesar de haber calificado para la
obtención de una línea de crédito, debido a que no podía suscribir los documentos requeridos por el
proveedor para la contratación de ese producto financiero, por padecer de un cuadro de tetraplegía.
No obstante el consumidor afectado se desistió del procedimiento, este continuó de oficio. La
Comisión señaló que tal radicaba en la existencia de indicios razonables que hacían pensar en la
realización reiterada por parte del personal del banco de la conducta denunciada [discriminación].
Conjuntamente con este fundamento, la autoridad, valiéndose de la regla de vulnerabilidad,
argumentó que “debe considerarse que el numeral 4 del artículo VI del Título Preliminar del Código
establece como política pública el reconocimiento que el Estado realiza sobre la vulnerabilidad de
los consumidores en el mercado y en tanto ello, se demanda en su actuación un mayor énfasis en
algunos grupos especiales, como el caso de las gestantes, niños y niñas, adultos mayores, personas
con discapacidad, entre otros. Por ello, la naturaleza de este procedimiento incluso materializa un
mandato específico que se ha asignado al INDECOPI en el mercado, el cual busca eliminar las
conductas que impliquen una posible afectación a los consumidores más vulnerables” [Resaltado del
autor].
Al final del procedimiento en primera instancia, probado el hecho denunciado, se sancionó a la
entidad financiera con una multa de 60 UIT37 por la discriminación realizada, y 10 UIT por
infracción al deber de idoneidad.38 Como medida correctiva, se impuso al banco la obligación de
publicar en su página web y en sus agencias y sucursales, por un plazo de 6 meses, un anuncio en el
cual se dijera lo siguiente: “Banco Falabella Perú S.A. informa al público en general que en este
establecimiento se encuentran prohibidas todas las prácticas discriminatorias a consumidores por
cualquier motivo, incluyendo distinciones injustificadas por origen, raza, sexo, idioma, religión,
opinión, condición económica, opción sexual, discapacidad o cualquier otro motivo” [cursivas
originales].
Un giro importante en el tratamiento de la vulnerabilidad se producirá con ocasión del caso Daniel
Enrique Torrealba Reyes c. América Móvil Perú S.A.C., resuelto en revisión39 por la Sala Especializada
en Protección al Consumidor [Resolución 1008-2013/SPC-INDECOPI, del 25.4.2013], relativo a la
adquisición de un equipo iphone que luego de adquirido presentó desperfectos; pues el colegiado se
esforzó por trazar sus primeros contornos, principalmente en cuanto a su noción y manifestaciones
principales, amén de utilizarla como parte de su argumentación de cara a la resolución del recurso
planteado.
Así, manifestó que “uno de los fundamentos que sustenta la especial protección que merecen los
consumidores frente a la puesta en circulación de productos que presentan defectos de funcionamiento
es precisamente su posición de vulnerabilidad frente al proveedor, por la asimetría en la información
existente al momento de negociar los términos de las transacciones que realizan en el mercado; por
la necesidad vital de adquirir determinados productos referidos a la alimentación, vivienda, salud,
etc.; así como por el hecho que los consumidores son instigados permanentemente a consumir, a
través del marketing” [Resaltado del autor]. Luego de reparar en las distintas maneras por las cuales
se manifiesta dicha vulnerabilidad, que revisamos líneas atrás, estimó –aplicando su argumentación
al caso concreto– que “un consumidor que establece una relación de consumo a fin de adquirir un
producto no posee un conocimiento técnico equiparable al proveedor que le permita advertir la
existencia de posibles defectos de funcionamiento (fábrica o diseño) en el bien adquirido, siendo
que tal circunstancia lo coloca en una posición de desigualdad frente al vendedor, el mismo que
posee un conocimiento especializado respecto a las condiciones de fabricación, funcionamiento y
mantenimiento de los productos que ofrece en el mercado”. Con estos argumentos, y otros que
sustentaron su decisión final, desestimó el recurso de revisión planteado por la empresa denunciada
en el marco del procedimiento sumarísimo iniciado en su contra, que terminó con una sanción de
1.50 UIT.
En el caso Maricela Díaz Díaz c. Supermercados Peruanos S.A. [Resolución 4035-2014/SPC-INDECOPI,
del 25.11.2014], la autoridad de consumo sancionó a la denunciada por haber sometido a un menor
de edad –hijo de la denunciante– a un trato inadecuado durante la revisión a la que fue sometido
por la sospecha de que estaba apropiándose de algún producto de la tienda, al habérsele despojado
de sus prendas de vestir y quedar en ropa interior. En esta ocasión, la empresa alegó que era un
error considerar que por tratarse de un menor había incurrido en una falta muy grave. No obstante,
la Sala Especializada en Protección y Defensa del Consumidor entendió correctamente que “los actos
realizados por Supermercados Peruanos revisten de gravedad incluso si se hubieran verificado con
relación a una persona mayor edad”. [sic] Y más adelante, invocando su vulnerabilidad en el
mercado, añadió que “esta Sala coincide con la Comisión en que dichos actos resultan más graves al
tratarse de un menor de edad, pues como tal tiene menor capacidad que un adulto para afrontar
situaciones adversas como la ocurrida, siendo más vulnerable y mereciendo por tanto las
consideraciones que su condición de menor amerita”.40 Aunque estimó, sobre la base de este
fundamento, que la multa a imponer debía ser mayor a la establecida en primera instancia [100
UIT], por la prohibición de la reformatio in pejus tuvo que confirmarla. De todos modos, es
interesante advertir cómo la autoridad se valió de la regla de la vulnerabilidad para sustentar su
posición respecto a este caso.
En otra ocasión, se denunció a una entidad bancaria por no permitir que una mujer embarazada
realice 39 operaciones en la ventanilla de atención preferencial, permitiéndole solo 3, en tanto las
restantes las efectivizó en la ventanilla de atención común, para lo cual tuvo que hacer una fila por
un espacio de más de una hora. En efecto, en Ysela Valverde Vidaurre c. Banco de la Nación
[Resolución 3694-2015/SPC-INDECOPI, del 24.11.2015], además de aludir a las políticas públicas
contenidas en el CPDC dentro de las cuales se incorpora el reconocimiento de la vulnerabilidad del
consumidor, la autoridad la aplicó al trato preferente que deben gozar quienes se encuentren en
aquella particular situación, al señalar que “(…) de acuerdo al artículo 41 del Código se deduce que
uno de los derechos que se reconoce a favor de los consumidores expuestos a una situación de
vulnerabilidad debido a sus condiciones especiales (…), es el derecho a ser atendido de manera
preferente en las oportunidades en que reciba atención por parte de los proveedores”. Como se
sabe, el artículo 41 del CPDC obliga al proveedor a brindar atención preferencial a las gestantes,
niñas, niños, adultos mayores y personas con discapacidad en todos los sistemas de atención con
que cuente; amén de cumplir otros requerimientos establecidos en el artículo 41.2 del Código. A esta
prescripción se suma la Ley N° 27408, que establece la atención preferente a las personas señaladas.
En Carmen Luzmila Cevasco Pereyra c. Associated Consultants S.A.C. [Resolución 3667-2015/SPC-
INDECOPI, del 23.11.2015], se aplicó el principio de la vulnerabilidad a un caso en el cual una
persona contrató un servicio educativo consistente en un programa de segunda especialización en
odontología, luego de lo cual se le comunicó el aumento de pensiones [que nunca se informó al
momento de celebrar el contrato] y el pago adicional de 250 soles por el uso de una clínica
odontológica para las prácticas, lo cual tampoco se estipuló entre las partes. Con buen criterio, el
colegiado estableció que “en atención a la naturaleza del programa tomado por la señora Cevasco,
esta Sala considera pertinente señalar que el aumento de las mensualidades por derecho de
enseñanza a los alumnos del programa […] los colocaba en una situación de vulnerabilidad, toda vez
que de optar por no continuar con los estudios del programa en mención, tales estudios truncos no
contarían con mayor validez”.
En Susana Fonseca Mejía c. Cencosud Retail Perú S.A. [Resolución 0124-2016/SPC-INDECOPI, del
13.1.2016], la accionante adquirió una computadora que resultó defectuosa al presentar problemas
en el disco duro, advertidos al momento de su instalación por un tercero, que a pesar que la
garantía indicaba que la instalación era gratuita, igual cobró la suma de 80 nuevos soles. Al resolver
la apelación planteada por la denunciada, la Sala retoma el argumento que sustentó en el caso
Daniel Enrique Torrealba Reyes c. América Móvil Perú S.A.C. citado líneas atrás, según el cual uno de
los fundamentos que sustenta la especial tutela que se dispensa a los consumidores frente a la
circulación en el mercado de productos que presentan defectos de funcionamiento, es su posición de
vulnerabilidad frente al proveedor, y además introduce el concepto de vulnerabilidad técnica que,
precisamente, informará el sentido de diversas resoluciones de la Sala en materia de deber de
idoneidad; en los términos siguientes: “(…), teniendo en consideración que (i) es el consumidor
quien se encuentra en una situación de vulnerabilidad técnica frente al proveedor en una relación
de consumo; (ii) que la venta de un producto defectuoso ocasiona una defraudación de las
expectativas del consumidor; y (iii) que es el proveedor quien se encuentra en la mejor posición de
prevenir los efectos ocasionados por la puesta en circulación de productos no idóneos en el
mercado, o quien puede reducir los costos que se ocasionan de la forma más económica posible; esta
Sala considera que el proveedor es el responsable frente a los consumidores por la puesta a
disposición de productos que presentan defectos de funcionamiento”. Fuera de ello, no hay mayor
alusión a la vulnerabilidad del consumidor, en las restantes páginas de la resolución.
En dos casos muy recientes vinculados al trato preferencial negado por el proveedor a
consumidores en estado de vulnerabilidad –un adulto mayor y un discapacitado – la Sala
Especializada en Protección al Consumidor apeló precisamente a la regla que se viene analizando, y
en uno de ellos incluso la consideró para la imposición de la sanción, aunque se vio impedida de
incrementarla por la prohibición de la reforma en peor. Ello es lo que ocurrió precisamente en José
Santos Infantes Vargas c. Cencosud Retail S.A. [Resol. 1717-2017/SPC-INDECOPI, del 16.5.2017], en el
cual se impuso una sanción de 1 UIT al denunciado por no contar con un aviso que indicara la
atención preferencial en la sección de confitería del establecimiento, además de habérsele negado al
denunciante la atención. Este era un adulto mayor.
Sin embargo, en Pablo Antonio Carlos Suárez c. Agrícola Las Llamozas S.A. [Resol. 1722-2017/SPC-
INDECOPI, del 16.5.2017], el colegiado da un paso más. En este caso, se denunció que la empresa no
brindó al denunciante un trato preferencial en las oportunidades que acudió a su local, pese a
tratarse de un adulto mayor [66 años] con discapacidad. Al igual que en el caso anterior, se
menciona la regla de la vulnerabilidad del consumidor aplicándola al supuesto del trato preferencial
en los establecimientos comerciales, teniendo como sustento normativo las disposiciones atrás
glosadas. Lo resaltante de esta resolución es que la Sala, en camino a la valoración de la sanción
impuesta por la Comisión de Protección al Consumidor - sede Lima Norte [3 UIT], entiende –
nuevamente sobre el presupuesto de la vulnerabilidad– que “la conducta infractora verificada en el
presente procedimiento fue grave y, por ende, correspondía la imposición de una sanción de una
mayor cuantía a la denunciada. Ello, en tanto que cuando Las Llamozas no brindó un servicio de
atención preferente al interesado, afectó el derecho reconocido por el legislador a favor de una
persona que se encontraba en una especial situación de vulnerabilidad en su condición de adulto
mayor con discapacidad”; aunque luego reconozca que “en la medida que la prohibición de la
reformatio in pejus implica que un administrado no puede verse afectado en mayor medida por los
recursos interpuestos en su defensa, corresponde confirmar la resolución venida en grado en el
extremo que sancionó a Las Llamozas con una multa de tres (3) UIT, por no haber brindado el
servicio de atención preferente al interesado, pese a que dicho consumidor se trataba de un adulto
mayor con discapacidad”. Salvo esta última mención, que se enmarca dentro de las prescripciones
de la ley, se advierte un paso adelante en el temperamento de la autoridad que cabe saludar sin
reservas; pues nada más urgente que dicha regla quede definitivamente incorporada en las
argumentaciones de los órganos resolutivos del INDECOPI cuando se enfrenten a casos vinculados a
consumidores vulnerables.
Por el lado del Poder Judicial –en vía de Proceso Contencioso Administrativo, válido para cuestionar
las resoluciones de la autoridad de consumo– en la sentencia emitida por la Segunda Sala
Contencioso Administrativa Transitoria de la Corte Superior de Justicia de Lima en el expediente
1890-2010, del 29.4.2013 sobre servicio educativo, se menciona también la regla de la vulnerabilidad
del consumidor. En este sentido, expresó en uno de sus considerandos que “el Código de Protección
y Defensa del Consumidor […], regula de manera especial ciertos sectores de la economía que por su
propia naturaleza son sensibles respecto a los derechos de los consumidores”, por lo que “podemos
encontrar que existen capítulos dedicados a regular los sectores de salud, inmobiliarios, financieros,
de servicios públicos y educativos. Ello es así, porque en estos sectores económicos la posición de
vulnerabilidad del consumidor frente al proveedor se manifiesta más claramente”, concluyendo que
“la actual norma –se refiere al CPDC– no solo busca resolver el problema de la asimetría
informativa, además protege la situación de la vulnerabilidad del consumidor en el mercado, es
decir, la desventaja en que se encuentra el consumidor frente al poder contractual del proveedor en
relaciones de consumo [sic] particulares…”. Cabría agregar que la desventaja aludida por la
magistratura es consecuencia del estado de vulnerabilidad del consumidor, el resultado de un
conjunto de situaciones en las cuales se encuentra aquel al tiempo de incursionar en el mercado.
De aquí en más, solo se encuentran simples referencias a la denominada vulnerabilidad técnica del
consumidor, sin que se efectúe un mayor desarrollo de la misma. Esto es particularmente apreciable
en aquellos casos relacionados a desperfectos de productos, resueltos bajo las normas del deber de
idoneidad. Entre ellos, cabe citar el Procedimiento de Oficio seguido contra el Banco de la Nación
[Resol. 2962-2015/SPC-INDECOPI, del 22.9.2015]; Mariela Elisa Granda Gamarra c. N.B.S. Service S.A
[Resol. 2971-2016/SPC-INDECOPI, del 15.8.2016]; Sandra Laura Elena Oliva Onofre c. Renzo Costa
S.A.C. [Resol. 3268-2016/SPC-INDECOPI, del 6.9.2016]; Julio César Paredes Juárez c. Automotriz
IncaMotors S.A.C. [Resol. 3268-2016/SPC-INDECOPI, del 6.9.2016]; Gina Manuela Gando Gutiérrez c.
General Motors Perú S.A.C. [Resol. 3605-2016/SPC-INDECOPI, del 28.9.2016]; y en Aldo Gino Goytizolo
Antón c. Asociación Country Club El Bosque [Resol. 1054-2017/SPC-INDECOPI, DEL 8.3.2017], entre
otros más recientes.
Dejo para el final la Resolución 2568-2016/SPC-INDECOPI del 13.7.2016, emitida en el caso Homero
Gamarra Andreu-Ana Cecilia Laguna Soto c. Centro Educativo Particular Altair S.A.C., en el cual se
discutió si la cláusula incorporada en una Carta de Compromiso emitida por la denunciada y en la
cual se establecía la no devolución de las sumas de dinero entregadas por los padres de familia por
concepto de cuota de ingreso al centro educativo, era abusiva. Obviaré mayores referencias porque
lo interesante de esa resolución, entre otras cosas, radica en que la Sala Especializada en Protección
al Consumidor se vale de la debilidad estructural del consumidor para sustentar su decisión
consistente en declarar abusiva la referida cláusula, disponiendo en ese sentido que cualquier padre
de familia que decida retirar a su menor hijo de un centro escolar, podrá hacerlo sin que se le
retenga el dinero que canceló por su entrada a la institución educativa.
Concretamente, expresó el colegiado que “el servicio prestado por el Colegio no fue idóneo, toda vez
que impuso una condición de desventaja a los padres de familia, incluida en una cláusula abusiva a
todas luces, considerando que el contrato de servicios educativos es un contrato especial, en tanto
que no se encuentra referido a la adquisición de un bien o servicio cualquiera en el mercado, sino
que en esta clase de prestaciones se encuentra de por medio la educación y la formación de lo más
preciado que tiene una familia, sus hijos”; agregando que “un padre de familia, al buscar siempre lo
mejor para sus hijos, no se encuentra en condiciones de discutir, negociar e inclusive rechazar una
estipulación impuesta por el centro educativo, dada la posición de debilidad estructural en el
mercado frente a los prestadores de servicios como es el caso del Colegio. Es por ello, que las cuotas
de ingreso deben ser entendidas en este contexto, siendo que ante el establecimiento de condiciones
especiales para el ingreso y matrícula de un menor en una institución educativa debe tenerse en
cuenta tal situación, a fin de resguardar la existencia de equilibrio y proporcionalidad en la relación
de consumo”.
En ese sentido, el mensaje de la autoridad es sumamente claro: reclama que en el ámbito del
servicio educativo –que puede generalizarse a cualquier otro, sin inconveniente– se considere la
especial situación que aqueja al consumidor en orden a preservar el equilibrio en las posiciones de
las partes contratantes, en atención a su carácter especial. Aunque hubiese sido deseable que se
aluda al estado de vulnerabilidad del consumidor [para utilizar la expresión legislativa], la mención
de su debilidad estructural parece indicar que en ciertos sectores económicos donde a diario
interactúa el consumidor, y en razón a las particularidades propias de cada contrato que celebra, su
especial estado debe conllevar a una protección reforzada, que entre otras acciones debe verificarse
por medio de sanciones más drásticas a los proveedores que hubiesen violentado los derechos que
por ley se le reconocen. De esta manera, considero que la regla legal por medio de la cual se
consagra en el país la vulnerabilidad de los consumidores debe informar, conjuntamente con otros
criterios contemplados en el CPDC, la imposición de sanciones en aquellas controversias de
consumo en las que tales consumidores hagan parte. Así, se hará realidad el mandato estatal
contemplado en el artículo VI.4 del Código, que a manera de política pública, reclama y exige ahora
la profundización de su tutela –por parte de los órganos estatales pertinentes– de modo que se
prevenga y sancione aquellos actos que en el mercado pueden afectarlos severamente, dadas sus
condiciones especiales; aunque sea este un trabajo de largo aliento.41
En suma, de esta primera revisión jurisprudencial efectuada, se puede concluir provisionalmente en
lo siguiente:
i.     La autoridad de consumo ha aplicado de manera diversa la regla de la vulnerabilidad, prescrita en el
artículo VI.4 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello ha ocurrido particularmente en casos
vinculados al deber de idoneidad, discriminación en el consumo, atención preferencial, servicios
educativos y bancarios.
ii.   En algunos casos la ha desarrollado convenientemente, con indicación de sus supuestos principales, e
incluso considerándola para el establecimiento de sanciones; en otros, ha optado simplemente por su sola
mención, referida en lo concreto a la vulnerabilidad técnica.
iii. En un resolución se encontró que la autoridad (la Sala Especializada en Protección al Consumidor)
aludió a la situación de debilidad estructural del consumidor; que se une a otras expresiones también
utilizadas por ella, como por ejemplo la desventaja o desigualdad del consumidor frente al proveedor.
i) Salvo contadas excepciones, no se aprecia de las resoluciones consultadas un temperamento
orientado a sintonizar el reconocimiento de la vulnerabilidad de ciertos consumidores en el
mercado nacional con las sanciones impuestas a los proveedores denunciados, cuyas multas
en muchos casos no cumplen su propósito principal, cual es desincentivar la comisión futura
de conductas violatorias de los derechos de los consumidores peruanos. Si bien la Sala
Especializada en Protección al Consumidor ha reconocido en algunos procedimientos la
necesidad de ampliar el monto de las multas, en virtud a la prohibición de la reformatio in
pejus debe respetar lo decidido por la instancia inferior en cuanto a esto concierne.
ii) En síntesis, hay todavía una aplicación tibia de una de las normas más importantes del
CPDC, elevada a la condición de política pública, y cuyo propósito ya ha sido anotado en las
líneas precedentes. Por cierto, habrá que prestar atención a futura jurisprudencia para
comprobar si, efectivamente, tal regla ha quedado definitivamente consolidada en sede de la
autoridad administrativa [incluida la judicial y arbitral de consumo], o tan solo se apela a ella
de forma tangencial.
8. Palabras finales
El recorrido efectuado en estas páginas desde las primeras normas constitucionales de tutela
indirecta del consumidor, pasando por la defensa de sus intereses y el reconocimiento de sus
principales derechos –no los únicos– que le asisten en el mercado por obra de la Carta de 1993, hasta
la consagración de la regla de vulnerabilidad por el CPDC, muestra de manera palmaria el desarrollo
legislativo operado en el país en una disciplina jurídica no exenta de apasionamientos y posiciones
ideológicas de diversa índole, que oscilan entre la confianza extrema en el mercado “que, aunque a
veces duro, es sin duda sabio”, al creer que este espontáneamente podrá establecer mecanismos
protectorios de los consumidores,42 y la convicción de que siempre es necesaria la intervención del
Estado con una regulación que se oriente a morigerar el impacto que produce el encuentro entre
consumidores y proveedores; entre sujetos fragilizados, condicionados por un sinnúmero de
situaciones que los acompañan en la incursión que realizan en aquel ámbito donde encontrarán
todo aquello que necesitan, con la empresa, el experto o profesional, y quien dicta las reglas de
juego.
Debe resaltarse entonces el paso dado por nuestra legislación de reconocer la vulnerabilidad del
consumidor y, especialmente, de ciertos grupos poblacionales, aun cuando medien críticas muy
duras contra esta política del Estado; en un tiempo de transformación incesante de nuestra
economía nacional y el influjo de la economía globalizada en ella,43 y de la jurisprudencia del
INDECOPI, que lentamente ha ido incorporando tal principio en los casos señalados con
anterioridad, pero que necesariamente deberá considerar con mayor énfasis en los casos que deba
resolver en el futuro.
Pocos años han transcurrido desde aquel reconocimiento legislativo, por lo que aún es posible
contar con mayores desarrollos jurisprudenciales y pronunciamientos de la doctrina que, hasta la
fecha, lamentablemente sigue mirándolo de soslayo. Espero que estas líneas sobre el tema
contribuyan a cambiar el temperamento actual, por el bien de los consumidores del país o, lo que es
lo mismo, por el bien de cada uno de nosotros.
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